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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

CONTRATOS / CONTRATO DE SEGURO / DEBER DE INFORMACIÓN / PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN

DEBER DE INFORMACIÓN – Consecuencias de la reticencia en la celebración del contrato de seguro. Carga de prueba.

 “(…) tratándose de seguros colectivos de vida, en los que se contrata por cuenta de un tercero determinado o determinable, la obligación de declarar el «estado del riesgo» la tiene el asegurado, de conformidad con el artículo 1039 del Código de Comercio, puesto que es él quien sabe sobre las afecciones o la inexistencia de ellas al momento de adquirirlo…  la pérdida de fuerza normativa del contrato de seguro por reticencia, no requiere la demostración específica de que la omisión llevaría a la aseguradora a desistir del negocio, pues precisamente la existencia misma de la pregunta en el formulario es significativa de su importancia como insumo para ilustrar su consentimiento, es decir, si contrata o no, o si lo hace bajo ciertas condiciones económicas, sin perjuicio de la facultad judicial de apreciar en cada caso la trascendencia de la omisión o inexactitud, de donde se desprende de modo general, que basta con establecer que hubo falta de sinceridad del tomador para que emerja la sanción de nulidad relativa del contrato de seguro.
PRESCRIPCIÓN ORDINARIA – Su cómputo inicia en el momento en que el acreedor conoce o debió conocer de la exigibilidad del derecho.

… La prescripción ordinaria se caracteriza por tener una naturaleza puramente subjetiva, ya que el punto de partida para que el conteo de esta inicie se fundamenta en el conocimiento del hecho que da base a la acción. El cortapisas elegido por el legislador para que corra la prescripción ordinaria está sólo ligado al hecho de que el acreedor se entere de la exigibilidad de su derecho o a un entendimiento presunto de esto en los eventos en los que el acreedor haya debido conocer esta situación. Sin dicho conocimiento, el término de prescripción no puede empezar a correr pues la norma tiene una configuración básica: un supuesto de hecho y una consecuencia jurídica. En este caso, el supuesto de hecho es que el acreedor haya conocido o debido conocer la exigibilidad de su derecho, y la consecuencia derivada de esto será el inicio del conteo del término de prescripción.
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SC-0004-2025
Asunto

: Sentencia de segundo grado - Comercial
Tipo de proceso
: Verbal – Nulidad contractual 

Demandante

: Seguros de Vida Suramericana SA 



Demandados

: Dora Luz Ocampo López y otros



Proceso acumulado
: Verbal – Incumplimiento contractual



Demandante

: Dora Luz Ocampo López



Demandados

: Seguros de Vida Suramericana SA



Procedencia

: Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, 
   R.

Radicación

: 66001-31-03-003-2016-00200-02 (3047)

Temas
: Reticencia - Hito inicial prescriptivo - Causalidad
Mg. sustanciador
: Duberney Grisales Herrera

Aprobada en sesión: 50 de 11-02-2025
Once (11) de febrero de dos mil veinticinco (2025).

1. El asunto por decidir
La apelación de la demandante Dora L. Ocampo L. contra la sentencia del día 12-02-2021 (expediente recibido el 27-01-2024).
2. La síntesis de la demanda
2.1. Los hechos relevantes. El 10-04-2012 firmaron contrato de seguro de vida grupo deudores 08377007 la aseguradora demandante y la señora María de J. López R. (q.e.p.d.), que amparaba su muerte e incapacidad total o parcial, con Bancolombia SA como beneficiario hasta por las obligaciones de la asegurada con esa entidad. En esa fecha la señora López R. no registró enfermedades preexistentes y manifestó gozar de perfecta salud.
Dora L. Ocampo L. el 02-05-2016 (sic) solicitó pagar el seguro dada la muerte de su madre el 13-04-2014. La compañía objetó porque la causante omitió informar varias enfermedades en la declaración de asegurabilidad; posición que no fue reconsiderada. En suma, la asegurada incumplió su deber de comunicar su estado de riesgo (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01CuadernoPrincipal, pdf No.04, folios 1-2).
2.2. Las pretensiones. (i) Declarar la nulidad relativa del contrato de seguro por reticencia; (ii) Autorizar la retención de las primas causadas y percibidas a título de pena; y, (iii) Condenar en costas a la demandada (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, C01CuadernoPrincipal, pdf No.04, folio 2). 
3. La defensa de la parte pasiva
3.1. Bancolombia SA (Demandada). Admitió la mayoría de los hechos, salvo uno que dijo no constarle. Sin excepcionar señaló que ni se allanaba ni oponía a las pretensiones (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, C01CuadernoPrincipal, pdf No.20, folios 22 y 23).

3.2. Dora L. Ocampo L. (Demandada). Aceptó algunos hechos, otros los refutó o dijo no le constaban. Excepcionó: (i) Prescripción; (ii) Inexistencia de reticencia y/o inexactitud; y, (iii) Genérica (ibidem, pdf No. 21).

3.3. Herederos indeterminados de María de J. López R. (Demandados). Representados por curador ad litem quien dijo no constarle los hechos y como excepción presentó la genérica (sic) o innominada (ibidem, pdf No. 41).

4. La demanda acumulada contra la aseguradora
4.1. Los hechos relevantes. Entre la aseguradora demandada y la señora María de J. López R. (q.e.p.d.) existió póliza de vida grupo deudores No.083-77007. El 12-04-2014 falleció la asegurada, el 23-04-2014 su hija presentó reclamación que fue objetada, decisión conservada al resolver la reconsideración. La señora Dora L. fue ejecutada y debió hacerse cargo de las obligaciones que tenía su madre (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C03CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.05, folios 2-4).

4.2. Las pretensiones. (i) Reconocer los amparos del contrato de seguro de marras; (ii) Ordenar el pago de las sumas cubiertas con ocasión del siniestro (cuotas pagadas y saldos insolutos por créditos amparados, más costas, intereses y similares que se hayan generado); y, (iii) Condenar en costas (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C03CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.05, folios 4-5). 

5. La defensa frente a la demanda acumulada
5.1. Bancolombia SA (Demandada). Admitió algunos hechos, dijo que otros le eran ajenos o no constituían supuestos fácticos. Como excepciones, entre otras, formuló: (i) Falta de legitimación en la causa por pasiva; (ii) Culpa exclusiva de las deudoras; (iii) Ausencia de daño; y, (iv) Buena fe y cumplimiento de lo pactado en el contrato de mutuo (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C03CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.35).

5.2. Seguros de Vida Suramericana SA (Demandada). Admitió algunos hechos y otros los negó o dijo que no le constaban. Excepcionó de fondo: (i) Nulidad relativa derivada de la reticencia e inexactitud en la declaración sobre el estado del riesgo (estado de salud de la asegurada); (ii) Falta de legitimación en la causa por activa para exigir el pago de obligación reclamada; e, (iii) Improcedencia de enriquecimiento sin causa a favor de la parte demandante (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C04CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.02).

6. El resumen de la sentencia apelada
En la parte resolutiva declaró: (i) Imprósperas las excepciones de prescripción y falta de inexactitud en el contrato de seguro, propuestas por doña Dora L.; (ii) Nulidad relativa de esa convención, por tanto, fracasan las pretensiones de su cumplimiento; (iii) Sin obligación para endilgar a Bancolombia SA; y, (iv) Condenó en costas a la señora Dora Luz. 
Explicó que la asegurada omitió informar que padecía diabetes al suscribir el contrato, según constató en la historia clínica, por ende, operó la anulación reclamada por la compañía dada la declaración inexacta sobre el estado de salud; era relevante para la convención. 
Desestimó la prescripción alegada por la demandada inicial pues el plazo de dos (2) años se cuenta desde el 02-05-2016 y, por tanto, la demanda fue oportuna, como explicó al resolver la excepción previa (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, C01CuadernoPrincipal, pdf No.72 y segundo enlace de audiencia art.373, tiempo 00:32:10 a 00:56:42). Esa decisión fue adicionada para admitir la retención de las primas y demás valores pagados, tal compromiso sigue a cargo de Dora L. según se obligó al adquirir el préstamo hipotecario (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, C01CuadernoPrincipal, pdf No.72 y segundo enlace de audiencia art.373, tiempo 00:58:46 a 00:59:20).
7. La síntesis de las apelaciones
7.1. Los reparos concretos 
7.1.1. Dora L. Ocampo L. (Demandada inicial). (i) Sí operó la prescripción de la acción anulatoria; y, (ii) El fallo se fundamentó en pruebas ilegales que además fueron incorrectamente valoradas (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, C01CuadernoPrincipal, pdf No.73).

7.1.2. Herederos indeterminados de María de J. López R. (Demandados iniciales). Se prescinde de su síntesis porque dejó de sustentarse la alzada.
7.2. La sustentación. Durante el traslado de la Ley 2213 la señora Dora L. sustentó (carpeta 02Segundainstancia, carpeta C10ApelacionSentencia, pdf No.012) y los otros recurrentes guardaron silencio en esta sede (carpeta 02Segundainstancia, carpeta C10ApelacionSentencia, pdf No.015) y en la argumentación presentada en primera instancia no se advirtió sustentación, se declaró su deserción (carpeta 02Segundainstancia, carpeta C10ApelacionSentencia, pdf No.020). 
8. la fundamentación jurídica para decidir
8.1. Los presupuestos de validez y eficacia procesal. La ciencia procesal mayoritaria
 en Colombia los entiende como los presupuestos procesales. Otro sector (2024)
-
 los denomina como en este epígrafe, pues se acompasa mejor a la sistemática procesal nacional. La demanda es idónea y las partes aptas para intervenir.

8.2.  La legitimación en la causa. En múltiples decisiones se ha dicho que este estudio es oficioso (2023)
. Diferente es el análisis de prosperidad de la súplica.
Ha reiterado esta Magistratura que para el examen técnico de este aspecto es imprescindible definir la modalidad de la pretensión postulada en ejercicio del derecho de acción
, llamado ahora tutela judicial efectiva, para luego constatar quiénes están habilitados por el derecho positivo para elevarla y quiénes para resistirla; es decir, esclarecida la súplica se determina la legitimación sustancial de los extremos procesales. Está cumplida en ambos extremos y para las dos pretensiones, principal y acumulada. 
El tipo de responsabilidad civil planteada es contractual a partir de una póliza en la que la aseguradora asume los riesgos que otra persona natural o jurídica (tomadora), que actúa por cuenta propia o de un tercero, le traslada a cambio de una prima. Es una convención consensual
, bilateral, onerosa y aleatoria [art. 1036 y ss, CCo].

A partir de esa definición se identifican como partes: (i) El asegurador y (ii) El tomador, de los cuales, este último puede desempeñar o no, bien si obra por cuenta propia o de un tercero, el rol de asegurado que es la persona titular del interés asegurable o cuyo patrimonio pueda resultar afectado, directa o indirectamente, por el siniestro y que, además, debe demostrarlo; así mismo, puede hacer las veces de beneficiario, facultado para recibir la prestación. 

Está probada la existencia y validez del contrato de seguro aquí controvertido, se certificó su existencia (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C04CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.02, folio 23) y, en todo caso, al ser consensual implica libertad probatoria para su acreditación (sea mediante escrito o confesión, artículo 1046, CCo.). 
8.2.1. La pretensión de nulidad relativa (demanda principal). Por regla general están facultados para demandar la anulación no solo quienes fueron parte de la convención, sino todo aquel que tenga interés o pueda derivar un beneficio (2021)
-
 de esa declaratoria, en específico frente a la relativa, aquellos que resulten desfavorecidos con el vicio del contrato
. Y, para resistirla, todo aquel contratante distinto al actor o sus herederos en caso de fallecimiento; así están habilitados la aseguradora, el tomador, el asegurado y los beneficiarios [art.1037, CCo].
Está cumplido el presupuesto así: (i) Por activa: la aseguradora que invocó la ineficacia; y, (ii) Por pasiva: (a) La asegurada Dora L. Ocampo L., a título personal y como heredera subrogataria (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01CuadernoPrincipal, pdf No.03, folio 14) de la señora María J. López R. (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01CuadernoPrincipal, pdf No.03, folio 13) al igual que los demás herederos indeterminados; y, (b) Bancolombia SA en su condición de beneficiaria onerosa del amparo.

8.2.2. La pretensión de cumplimiento contractual (demanda acumulada). Enseña la doctrina del órgano de cierre (CSJ)
: “(…) tratándose del seguro de vida grupo (…), por construcción jurisprudencial se ha reconocido la legitimidad de los cónyuges y herederos de los asegurados para demandar el cumplimiento de las obligaciones de la aseguradora, pese a no tener la calidad de contratantes (…)”, pues por el principio de relatividad negocial, si la inejecución del aseguraticio puede beneficiar o afectar los patrimonios de aquellos como terceros interesados, se habilita su participación.
En este caso, el pedimento de doña Dora L. tiene dos aristas; de un lado, reclamó para sí el pago de las sumas que ha cubierto y, de otro, la solución del saldo insoluto ante la entidad financiera beneficiaria (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C03CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.03, folios 4 y 5). De esa manera, se reconoce en el segundo escenario como tercera interesada a título de heredera por la afectación indirecta que padece en su patrimonio. 
Al ser la compañía aseguradora parte del negocio aseguraticio tiene habilitación legal para enfrentar la súplica postulada.
Ningún reparo hay sobre la comparecencia de Bancolombia SA, puesto que por su condición de tomadora y beneficiaria onerosa del amparo, debe intervenir como litisconsorte necesaria, según ilustra la academia en materia procesal
 y también en el campo del contrato de seguros
; dado que la relación sustantiva (póliza) disputada, debe resolverse de manera uniforme para todos los contratantes, como estatuye el artículo 61, CGP.
8.3. El problema jurídico por resolver. ¿Se debe revocar la sentencia estimatoria de la pretensión invalidatoria emitida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, R., según la apelación de la demandada Dora L.; o, debe confirmarse o modificarse?

8.4. La resolución del problema jurídico
8.4.1. Los límites de la apelación impugnaticia. En esta sede se definen por los temas objeto del recurso, patente aplicación del modelo dispositivo del proceso civil nacional [arts.320 y 328, CGP]; se reconoce hoy como la pretensión impugnaticia
, novedad de la nueva regulación procedimental del CGP, según la literatura especializada, entre ellos el doctor Forero S.
. El profesor Bejarano G.
, discrepa al entender que contraviene la tutela judicial efectiva, de igual parecer Quintero G.
, mas esta Magistratura disiente de esas opiniones, que son minoritarias.
Acoge la aludida restricción, de manera pacífica y consistente, esta Colegiatura en múltiples decisiones, por ejemplo, las más recientes: de esta misma Sala y de otra
. En la última sentencia mencionada, se prohijó lo argüido por la CSJ en 2017
, eso sí como criterio auxiliar, ya en decisiones posteriores y más recientes, la CSJ
 (2023), en sede de casación reiteró la tesis de la referida pretensión. El profesor Parra B.
, arguye en su obra (2021): “Tiene como propósito esta barrera conjurar que la segunda instancia sea una reedición de la primera y se repita esta innecesariamente. Además, respeta los derechos de la contraparte, pues esta se atiene a la queja concreta.” De igual parecer Sanabria Santos
 (2021).

Ahora, también son límites para la resolución del caso, el principio de congruencia como regla general [art.281, ibidem]. Las excepciones, es decir, aquellos temas que son revisables de oficio son los asuntos de familia y agrarios [art.281, parágrafos 1º y 2º, ibidem], aquellas declarables de oficio [art.282, ibidem], los presupuestos procesales
 y sustanciales
, las nulidades absolutas [art. 2º, Ley 50 de 1936], las prestaciones mutuas
, las costas procesales
 y la extensión de la condena en concreto [art.283-2, CGP], entre otros. Por último, la competencia es panorámica cuando ambas partes recurren en lo que les fue desfavorable [art.328, inciso 2º, CGP].

8.4.2. El caso concreto. Los reparos se sintetizan como sigue (carpeta 02Segundainstancia, carpeta C10ApelacionSentencia, pdf No.012):
(i) La acción de nulidad relativa del contrato estaba prescrita, incluso, desde la solicitud de conciliación. La fecha de inicio de ese plazo señalada por el fallo es errada.
El término de dos (2) años fijado en el segundo párrafo del artículo 1081, CCo empieza desde el momento en que el interesado haya tenido o debió tener conocimiento del hecho que fundamenta la acción. El supuesto hecho de reticencia y/o inexactitud en que incurrió la asegurada acaeció el 10-04-2012 al momento de la declaración de asegurabilidad, cuando era obligación de la aseguradora evaluar el riesgo
, entonces, la pretensión de nulidad relativa prescribió el 10-04-2014.

En subsidio, dado que el 12-04-2014 falleció la asegurada y el 02-05-2014 fue radicada la reclamación, desde allí corrió el término prescriptivo hasta el 02-05-2016 y que la aseguradora no acató, pues demandó el 29-04-2016 pero sin agotar el requisito de procedibilidad, que solo se cumplió el 15-06-2016.

(ii) La sentencia desconoció que la aseguradora dejó de acreditar la preexistencia y relación de causalidad con la situación médica que generó el siniestro, tal como se analizó en decisiones de la CC
 y CSJ
. 
El fallo se basó en pruebas ilegales para establecer la reticencia, porque la aseguradora era quien tenía esa carga probatoria y se le relevó con una interpretación de sus alegaciones. Esa sociedad especuló a partir de una nota clínica descontextualizada sin considerar las explicaciones que se dieron al presentar la reconsideración de la objeción. Ese registró médico fue retirado luego de los resultados de los paraclínicos que descartan la diabetes, descritos cronológicamente en comunicación del 20-08-2014. 
Tampoco se apreció la anotación del especialista Montoya que en la historia clínica del 21-01-2021 no incluyó la diabetes como enfermedad actual y finalizó su registró con diagnóstico de hipertiroidismo subclínico por deficiencia de yodo.  Dejó de valorarse que los exámenes de laboratorio no reflejan el padecimiento de aquella patología. 
La aseguradora fundó su objeción en la existencia de diabetes mellitus por lo que en curso del proceso no puede acudir a otras patologías, porque debe respetar el principio pro consumatore. Finalmente, al no ser aquel padecimiento la causa de la muerte de la asegurada tampoco ha debido prosperar la reticencia.
8.4.3. Los temas para resolver. Según la censura, el orden metodológico será así (i) La configuración de la prescripción; y, (ii) La apreciación probatoria para declarar la reticencia.
8.4.3.1. Tema 1°. Fracasa. El plazo para la configuración de la prescripción ordinaria inició con la fecha de radicación de la reclamación, pues en ese momento la sociedad pudo conocer las inexactitudes derivadas de la declaración de asegurabilidad. 
En efecto, pacíficamente la CSJ tiene dicho, dada la naturaleza subjetiva que se predica en tal caso, sobre el conteo del enteramiento del hecho censurado por la compañía (2000)
: 


Es así, se reitera, cómo en punto tocante al inicio del referido decurso, se tiene establecido que la ordinaria correrá desde que se haya producido el conocimiento real o presunto del hecho que da base a la acción (el siniestro, el impago de la prima, el incumplimiento de la garantía, la floración –eficaz- de la reticencia o de la inexactitud en la declaración del estado de riesgo, etc.) (…). 
(…) 

6. El término dispuesto para la prescripción ordinaria corre, pues, en relación con la acción de nulidad relativa (art. 1058 C. de Co.) del contrato de seguro, a partir del conocimiento real o presunto que tenga el titular acerca de los vicios que lo afectan, al paso que el de la extraordinaria (5 años) corre desde el momento que nace el derecho a demandar esa nulidad. No hay duda, entonces, de que cuando el motivo de esa acción son las reticencias o inexactitudes respecto de las manifestaciones del tomador, el interesado en promoverla debe hacerlo dentro de los dos años siguientes a la fecha en que conoció o debió conocer esas conductas, sin que en ningún caso pueda promoverla pasados cinco años desde cuando se produjo el perfeccionamiento del contrato, que dio nacimiento al derecho a demandar la rescisión, según se reseñó. Coloración extratextual.
Y más recientemente, la misma Corporación, así reiteró (2021)
 : “(…) En esa medida, no llama a duda que cuando la citada disposición prevé que el término para que se configure la prescripción ordinaria empieza a correr desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del «hecho que da base a la acción», se refiere al conocimiento real o presunto de la ocurrencia del siniestro, entendido este como el momento de la realización del riesgo asegurado en los términos del artículo 1072 del Código de Comercio (…)”. Subrayas ajenas.
Por su parte la literatura especializada, a partir de la mentada naturaleza del fenómeno extintivo que se examina, entiende que se detona desde que puede tener noticia del siniestro amparado (2024)
: 
a. Índole subjetiva de la prescripción ordinaria:
La prescripción ordinaria se caracteriza por tener una naturaleza puramente subjetiva, ya que el punto de partida para que el conteo de esta inicie se fundamenta en el conocimiento del hecho que da base a la acción.
El cortapisas elegido por el legislador para que corra la prescripción ordinaria está sólo ligado al hecho de que el acreedor se entere de la exigibilidad de su derecho o a un entendimiento presunto de esto en los eventos en los que el acreedor haya debido conocer esta situación.
Sin dicho conocimiento, el término de prescripción no puede empezar a correr pues la norma tiene una configuración básica: un supuesto de hecho y una consecuencia jurídica. En este caso, el supuesto de hecho es que el acreedor haya conocido o debido conocer la exigibilidad de su derecho, y la consecuencia derivada de esto será el inicio del conteo del término de prescripción. Coloración y subrayas propias de esta decisión. 
En suma, la prescripción ordinaria invocada por la recurrente vencía el 02-05-2016, pues la aseguradora conoció de la reticencia el 02-05-2014, día de la reclamación (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01CuadernoPrincipal, pdf No.03, folio 18) y la demanda de nulidad fue radicada el 29-04-2016 (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01CuadernoPrincipal, pdf No.05), no se había superado el bienio para que operara esa figura.
Ahora, para refutar la omisión de la conciliación prejudicial debe afirmarse que se prohíja la razón esgrimida en la excepción previa, de que era inviable por tratarse de un asunto que imponía convocar los herederos indeterminados de la causante, según expresa disposición normativa [art.621, CGP].
En el caso ventilado, bien se aprecia que la prueba documental, como se verá adelante, da cuenta de que la coasegurada fallecida infringió su deber de declarar con sinceridad al negar la preexistencia de la diabetes mellitus cuando suscribió la asegurabilidad. 
Aquella conducta evidencia la discordancia con la realidad, encuadra en un proceder reticente, y, por lo tanto, amerita la sanción prevista por la codificación mercantil, que sanciona con ineficacia la póliza. En refuerzo, las textuales palabras de la CSJ
, explicativas de la teleología de las reglas en comento: 
… 4.3. Es palmario que el legislador quiso arropar la falta de sinceridad del contratante y su obrar contrario a la buena fe, bajo la sanción de la nulidad relativa, con lo cual, en ejercicio de una actividad que le es propia y para la cual se halla facultado, construyó un régimen particular que inclusive alcanza a superar en sus efectos el ordenamiento común de los vicios del consentimiento, frente al que, tal como fue instituido en el citado artículo 1058, no puede el intérprete hacer distingos, observándose que el vicio se genera independientemente de que el siniestro finalmente no se produzca como consecuencia de los hechos significativos, negados u ocultados por quien tomó el seguro.”. El subrayado es ajeno al texto original.
8.4.3.2. Tema 2°. Infundado. El cúmulo probatorio acopiado acreditó la inexactitud advertida en la declaración de asegurabilidad, incluso, fue preterida antes de la fecha señalada en primer grado. En todo caso, la doctrina jurisprudencial tiene dicho que en estos casos es inane la determinación del nexo de causalidad. 

Se disiente del recurrente en cuanto que la aseguradora fue relevada de su carga probatoria respecto a la reticencia, pues tal como explicó la decisión cuestionada, la historia clínica obrante en el expediente (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C04CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.02, folio 24 y ss, así como, carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C05CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.02) es suficiente para demostrar la inexactitud imputada a la tomadora. 
Ese documento, en consecutivas anotaciones anteriores al 10-04-2012, registra la existencia de la diabetes mellitus así: (i) El 27-05-2010 (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C05CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.02, folios 64-65, 68 y 222); (ii) El 27-07-2010 (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C04CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.02, folio 140); (iii) El 16-11-2010 (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C04CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.02, folio 135); (iv) El 14-05-2011 (carpeta 01Primerainstancia, carpeta 01Primerainstancia, carpeta C04CuadernoTerceroCivilMunicipal, pdf No.02, folio 128).
Así las cosas, mal puede acogerse el análisis de los paraclínicos hechos por la recurrente en la reconsideración, puesto que resulta notorio el antecedente de esa patología y las meras afirmaciones de la parte son inútiles para cambiarlos. 
Menos resulta de recibo una anotación del 21-01-2021 donde desaparezca esa enfermedad, es irrebatible que es una anualidad posterior al deceso y faltan datos adicionales que permitan aclarar esa calenda. Además, ante la existencia de ese diagnóstico pretermitido al firmar la convención, inane resulta que se hubieran aludido otras a lo largo del proceso. 
Finalmente, es infundada la crítica impugnaticia sobre que la causalidad entre la diabetes y la muerte no se acreditara, en atención a que el precedente de la CSJ es sólido en desestimar que sea necesario demostrarlo; es postura ya asumida por esta Sala en el pasado (2020)
.
En este litigio, importa memorar el pensamiento de esa Corporación (2016)
: “(…) tratándose de seguros colectivos de vida, en los que se contrata por cuenta de un tercero determinado o determinable, la obligación de declarar el «estado del riesgo» la tiene el asegurado, de conformidad con el artículo 1039 del Código de Comercio, puesto que es él quien sabe sobre las afecciones o la inexistencia de ellas al momento de adquirirlo (…)”. Coloración propia de esta decisión.
A partir del contenido literal del artículo 1058, CCo, comenta el profesor López Blanco (2022)
 en su obra, que para tipificar la reticencia se debe analizar cada caso particular, a fin de esclarecer la influencia de esa información imprecisa al momento de elaborar la póliza, y ello puede descubrirse cuando se ausculta en los datos indicados en los formularios de asegurabilidad; patrocina el razonamiento de la CSJ
, que se transcribe:

… la pérdida de fuerza normativa del contrato de seguro por reticencia, no requiere la demostración específica de que la omisión llevaría a la aseguradora a desistir del negocio, pues precisamente la existencia misma de la pregunta en el formulario es significativa de su importancia como insumo para ilustrar su consentimiento, es decir, si contrata o no, o si lo hace bajo ciertas condiciones económicas, sin perjuicio de la facultad judicial de apreciar en cada caso la trascendencia de la omisión o inexactitud
, de donde se desprende de modo general, que basta con establecer que hubo falta de sinceridad del tomador para que emerja la sanción de nulidad relativa del contrato de seguro. Sublínea y cursiva de esta Sala.
Este criterio no resulta aislado sino consistente en la línea decisional de la alta colegiatura, en el año 2005
 evocó un fallo de 1954, para afirmar que la relevancia de la información preterida se deduce de las circunstancias averiguadas en el cuestionario, y ellas pueden ser “los antecedentes patológicos y genéticos de la persona del asegurado”, como anotó la CSJ
. En suma, la carga probatoria de la compañía se concreta en la demostración de la inexactitud o reticencia aducida
.

La premisa cardinal para resolver es la vacuidad de verificar causalidad, según doctrina constante de la CSJ (2002)
 que: “La reticencia acreditada en el proceso (…) no tiene porqué ser la causa del siniestro, dado que tal exigencia no la contempla la ley- de conformidad con el artículo 1058 del Código de Comercio”. Subrayas ajenas.
De un veredicto (2007)
 posterior, pertinente el siguiente segmento para corroborar la uniformidad: “(…) el vicio se genera independientemente de que el siniestro finalmente no se produzca como consecuencia de los hechos significativos, negados u ocultados por quien tomó el seguro. (…)”. Y esta consideración guarda armonía con lo discurrido por la Corte Constitucional
 cuando revisó en sede de inexequibilidad el artículo 1058, CCo, apuntó:

En efecto, cuando, a pesar de la infidelidad del tomador a su deber de declarar sinceramente todas las circunstancias relevantes que constituyen el estado del riesgo, de buena fe se le ha expedido una póliza de seguro, la obligación asegurativa está fundada en el error y, por tanto, es justo que, tarde o temprano, por intermedio de la rescisión, anulabilidad o nulidad relativa, salga del ámbito jurídico. 

Esto, con prescindencia de extemporáneas consideraciones sobre la necesidad de que la reticencia o inexactitud tenga relación de causalidad con el siniestro que haya podido sobrevenir, justamente porque lo que se pretende es restablecer o tutelar un equilibrio contractual roto ab initio, en el momento de celebrar el contrato de seguro, y no al acaecer el siniestro. La relación causal que importa y que, para estos efectos, debe existir, no es, como sostienen los demandantes, la que enlaza la circunstancia riesgosa omitida o alterada con la génesis del siniestro, sino la que ata el error o el dolo con el consentimiento del asegurador (…). Sublínea y coloración de esta Sala.
También conviene recordar que es un deber estatuido por el artículo 1058 del CCo, de aplicación para los seguros de vida, por expresa prescripción del artículo 1158 del mismo ordenamiento, cuyo tenor estatuye: “(…) Aunque el asegurador prescinda del examen médico, el asegurado no podrá considerarse exento de las obligaciones a que se refiere el artículo 1058, ni de las sanciones a que su infracción dé lugar (…)”. Sublínea extratextual. En este sentido la CSJ (2016)
, concordante con la doctrina patria (2016)
.

En conclusión, en seguimiento del precedente especial en seguros, decantado por la corporación de cierre, adviene insoslayable disentir del razonamiento del impugnante y, por ende, superfluo indagar la causa del siniestro.
9. LAS DECISIONES FINALES

Se (i) Confirmará en su integridad la sentencia apelada, adicionada con las razones discernidas en esta providencia; y (ii) Condenará en costas, en esta instancia, a la apelante por fracasar en su alzada [art. 365-3º, CGP].

La liquidación de costas será en primera instancia [art.366, CGP], las agencias en esta sede se fijarán en auto posterior y no en esta providencia porque tal novedad ha desaparecido del CGP [art.365-1º, CGP].

En mérito del discernimiento anterior, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil – Familia, administrando Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A,
1. CONFIRMAR el fallo del 12-02-2021 del Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, R.,
2. CONDENAR en costas en esta instancia, a la Dora L. Ocampo L., y a favor de la compañía aseguradora, demandante inicial.

3. DEVOLVER el expediente al juzgado de origen.
Notifíquese,

DUBERNEY GRISALES HERRERA
Magistrado

EDDER JIMMY SÁNCHEZ C.
JAIME A. SARAZA N.
   
    M A G I S T R A D O 


M A G I S T R A D O
DGH / DGD/ 2025
� DEVIS E., Hernando. El proceso civil, parte general, tomo III, volumen I, 7ª edición, Bogotá DC, Diké, 1990, p.266.


� LÓPEZ B., Hernán F. Código General del Proceso, parte general, 3ª edición, Bogotá, Tirant lo Blanch, 2024, p.892.


� ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, procedimiento civil, tomo 2, ESAJU, 2020, 7ª edición, Bogotá, p.468.


� CSJ, Civil. Sentencias: (i) 14-03-2002, MP: Castillo R.; (ii) 23-04-2007, MP: Díaz R.; No.1999-00125-01; (iii) 13-10-2011, MP: Namén V., No.2002-00083-01; (iv) SC-1182-2016, reiterada en SC-16669-2016, SC-592-2022 y SC-119-2023; (iv) TS. Pereira, Sala Civil – Familia. Sentencia del 29-03-2017; MP: Grisales H., No.2012-00101-01.


� En el mismo sentido SC-0070-2021 de este Tribunal. La dogmática procesalista tiene esclarecido que la acción no se clasifica, sí la pretensión: (1) ROJAS G., Miguel E. Ob. cit., p.107. También: (2) LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.286; (3) RICO P., Luis A. Teoría general del proceso, 3ª edición, Leyer SA, Bogotá DC, 2013, p.263.


� CSJ. SC-6709-2015.


� ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, tomo 2, procesos de conocimiento, ESAJU, 2021, 3ª edición, Bogotá, p.285.


� CSJ. SC-4904-2021 y como criterio auxiliar STC-634-2019.


� ROJAS G., Miguel E. Ob. cit., p.286.


� CSJ. SC-4904-2021 y como criterio auxiliar STC-634-2019.


� MORALES M. Hernando. Curso de derecho procesal civil, parte general, editorial ABC, Bogotá DC, 2015, p.244.


� QUINTERO G. Orlando. Aspectos procesales del contrato de seguro en el Código General del Proceso, ediciones Doctrina y Ley, Bogotá DC, 2017, p.231.


� ÁLVAREZ G., Marco A. Variaciones sobre el recurso de apelación en el CGP, En: INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Código General del Proceso, Bogotá DC, editorial, Panamericana Formas e impresos, 2018, p.438-449.


� FORERO S., Jorge. Actividad probatoria en segunda instancia, En: ICDP. Memorias del XXXIX Congreso de derecho procesal en Cali, Bogotá DC, editorial Universidad Libre, 2018, p.307-324.


� BEJARANO G., Ramiro. Falencias dialécticas del CGP, En: ICDP. Memorial del Congreso XXXVIII en Cartagena, editorial Universidad Libre, Bogotá DC, 2017, p.639-663.


� QUINTERO G., Armando A. El recurso de apelación en el nuevo CGP: un desatino para la justicia colombiana [En línea]. Universidad Santo Tomás, revista virtual: via inveniendi et iudicandi, julio-diciembre 2015 [Visitado el 2020-08-10]. Disponible en internet: https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6132861.pdf


� TS, Civil-Familia. Sentencias del (i) 19-06-2020; MP: Grisales H., No.2019-00046-01 y (ii) 04-07-2018; MP: Saraza N., No.2011-00193-01, entre muchas.


� CSJ. STC-9587-2017.


� CSJ. SC-2351-2019; SC-3148-2021; SC-1303-2022 y SC-396-2023.


� PARRA B., Jorge. Derecho procesal civil, 2ª edición puesta al día, Bogotá DC, Temis, 2021, p.403.


� SANABRIA S., Henry. Derecho procesal civil, Universidad Externado de Colombia, Bogotá DC, 2021, p.703 ss.


� CSJ, SC-6795-2017. También sentencias: (i) 24-11-1993, MP: Romero S.; (ii) 06-06-2013, No.2008-01381-00, MP: Díaz R.


� CSJ. SC-1182-2016, reiterada en la SC-16669-2016.


� CSJ, Civil. Sentencia del 15-06-1995; MP: Romero S., No.4398.


� LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.970.


� CSJ. SC-3791-2021.


� CC. T-282 de 2016


� CSJ, Civil. Sentencia del 02-08-2001; No.6143.


� CSJ, Civil. Sentencia del 03-05-2000; No.5360; MP. Bechara S.


� CSJ. SC-4904-2021.


� DUQUE Q., Daniel F. La prescripción en el contrato de seguro, especial análisis de la prescripción aplicable al asegurado y a la víctima en su calidad de beneficiario del seguro de responsabilidad civil. [En línea] Rev.Ibero-Latinoam.Seguros, 89-102 (2024). Disponible en internet:


 � HYPERLINK "https://revistas.javeriana.edu.co/index.php/iberoseguros/article/view/38810/30271" �https://revistas.javeriana.edu.co/index.php/iberoseguros/article/view/38810/30271� 


� CSJ. SC-2803-2016, que cita el fallo del 01-06-2007, MP: Díaz R.; No. 2004-00179-01.


� TSP. Sala Civil – Familia. Sentencia del 24-11-2020; MP: Grisales H., No.2018-00644-01.


� CSJ. SC-2803-2016 y SC-18563-2016.


� LÓPEZ B., Hernán F. Comentarios al contrato de seguros, 7ª edición, Bogotá DC, Dupré Editores, 2022, p.294.


� CSJ. Sentencia del 01-09-2010, MP: Villamil P.; No.2003-0400-01.


� Sent. Cas. Civ. de 12 de septiembre de 2002, Exp. No. 7011.


� CSJ. Sentencia del 19-12-2005, MP: Villamil P.; No.1997-5665-01.


� CSJ. Sentencia del 12-09-2002, MP: Jaramillo J.; No.7011.


� LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.281.


� CSJ. Sentencia del 11-04-2002, MP: Santos B.; No.6825.


� CSJ. Sentencia del 01-06-2007, MP: Díaz R.; No.2004-00179-01.


� CC. C-232-1997.


� CSJ. SC-2803-2016 y SC-18563-2016.


� IZASA P., María C. La suscripción de pólizas de seguro de responsabilidad civil – aspectos prácticos en el texto Seguros esenciales, 4ª edición, Ecoe ediciones de la Universidad de la Sabana, 2016, p.336.





TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

MP DUBERNEY GRISALES HERRERA
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

MP DUBERNEY GRISALES HERRERA

[image: image2.jpg]